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Ahora, ‘Alakrana’ 
en conserva

S
í, sí, 47 días... El secuestro del 
Alakrana va a durar en la fo-
sa séptica opinativa por lo me-
nos hasta que otra desventu-
rada tripulación bajo órdenes 

de una empresa privada caiga en las re-
des –los pescadores pescados– de la para-
flota somalí dedicada a la costera del par-
dillo. Hasta entonces comeremos dema-
gogia en conserva servida según la rece-
ta de cada embotador. Ignacio Camacho, 
por ejemplo, utilizó ayer como escabeche 
de su columna de ABC quintales de ironía: 
“Ya es una síntoma de superioridad etno-
céntrica llamarles piratas sin comprender 
que sólo se trata de seres humanos empu-
jados a la violencia por el estado de nece-
sidad y la desintegración social propiciada 
por el reparto injusto de la riqueza. En pu-
ridad, son gentes de armas que ante la au-
sencia de un ejército regular en su país pro-
tegen las riquezas naturales del mar frente 
a la sobreexplotación imperialista”. Lo de-
cía de guasa, pero quítenle la espina pan-
fletaria y verán qué solomillo de verdad 
les queda.

Donde, sin embargo, no hallarán na-
da aprovechable es en el intento de Isabel 
San Sebastián en El Mundo para arrimar el 
ascua a su atún preferido. Lean: “Hoy por 
hoy, el Gobierno de Zapatero parece tener 
muchos más escrúpulos en herir, o no di-
gamos matar, a un pirata somalí, que en 
sacar adelante una ley que consagra la ma-
tanza indiscriminada de inocentes”. No sé 
a ustedes, pero a mí ese “no digamos ma-
tar” se me ha clavado en la glotis como el 
racimo de anzuelos de un palangre.

El último grito en feminismo

Si se preguntan a santo de qué viene ese 
cubata de velocidad y tocino, ella misma 
se lo explica. Resulta que está en campaña:  
“Hasta Bruselas nos hemos ido Cristina Ló-
pez Schlichting, Isabel Durán y servidora, 
invitadas por Alejo Vidal-Quadras, a ven-
der en el Parlamento Europeo una idea re-
volucionaria”. Lo de “vender” no nos sor-
prende, pero ¿esa “idea revolucionaria” 
que ha tratado de colar a los eurocalien-
taescaños? Aquí la tienen, y sepan que hay 
quien se la ha comprado: “El PP ha recogi-
do felizmente el testigo de este compromi-
so con la maternidad a través de una bate-
ría de propuestas que van en la dirección 
del feminismo auténtico, que es el que ve-
la por la realización de la mujer en todas 
las facetas de su vida, incluida una tan fun-
damental y hermosa como la de ser ma-
dre”. “Feminismo auténtico”, dice la des-
cubridora de la gaseosa. Sí, y de la JONS. 
Como que eso ya venía en los manuales de 
la Sección Femenina. Avancemos retroce-
diendo.

pepe medina

Derechos vs. transnacionales

Hoy día, la ONU 
sufre una crisis de 
representatividad para 
resolver conflictos

Se necesita una Corte 
Internacional  
que pueda juzgar  
a las multinacionales

L
a Oficina del Alto Co-
misionado de las Na-
ciones Unidas para los 
Derechos Humanos 
organizó recientemen-

te una consulta pública en Gine-
bra (Suiza) sobre el marco de ac-
tuación para transnacionales y de-
rechos humanos –“Proteger, res-
petar, remediar”– impulsado por  
John G. Ruggie, representante es-
pecial del secretario general para 
derechos humanos y multinacio-
nales. En este ámbito, algunas or-
ganizaciones y redes sociales pu-
sieron sobre la mesa el debate so-
bre la necesidad de unas normas 
de obligado cumplimiento para 
las multinacionales en materia de 
derechos humanos. Aunque este 
debate tuvo su origen en la década 
de los setenta –cuando se intentó 
aprobar un código vinculante de 
normas para las multinacionales 
en la ONU–, desapareció durante 
la década de los ochenta y noven-
ta cuando las propias Naciones 
Unidas decidieron impulsar ex-
clusivamente los códigos de con-
ducta voluntarios, como el Global 
Compact.

Las voces que reclaman hoy 
volver a incorporar en el deba-
te la regulación obligatoria para 
las transnacionales fundamen-
tan su propuesta en que las quejas 
de afectados y afectadas por los 
impactos sociales, económicos, 
culturales y ambientales de estas 
compañías no ha parado de cre-
cer. De hecho, las denuncias están 
cobrando cada vez mayor relevan-
cia social y son más difíciles de ig-
norar y ocultar. Es en este contex-
to en el que se debe situar el plan 
de Ruggie, que, ya en su análisis 
inicial, alberga multitud de con-
tradicciones. Por ejemplo, la pos-
tura de Ruggie reconoce que no se 
puede dejar en manos del merca-
do y de la voluntariedad de las em-
presas el respeto de los derechos 
humanos, pero, a su vez, no cues-
tiona el Global Compact, sino que 
más bien lo respalda.

El marco propuesto promueve 
el deber estatal de proteger a las 
víctimas, la obligación empresa-
rial de respetar los derechos hu-
manos y la mejora del acceso efec-

fue planteada recientemente por 
dos relatores de Naciones Unidas, 
si bien la propuesta estaba enmar-
cada en un proyecto que no per-
tenece a la ONU llamado Iniciati-
va de Suiza. En cualquier caso, las 
tres medidas citadas han sido de- 
sechadas por Ruggie argumentan-
do que la falta de recursos econó-
micos y la aprobación de un Tra-
tado por una mayoría de nacio-
nes retrasarían décadas su realiza-
ción. Dicho argumento contrasta 
enormemente con la rapidez con 
la que el G-20 se puso de acuerdo 
y aprobó un presupuesto de más 
de un billón de dólares para salir 
al rescate de la banca en plena cri-
sis financiera. 

Para concluir, el marco “Prote-
ger, respetar, remediar” presenta-
do por Ruggie traspasa la respon-
sabilidad sobre el control de las 
transnacionales a los Estados sin 
concretar códigos, organismos, ni 
cortes internacionales en las que 
se puedan denunciar dichos deli-
tos. Parece que, como en otras mu-
chas ocasiones, las palabras se las 
llevará el viento. Mientras tanto, y 
siendo conscientes de que las so-
luciones no son sencillas, las vícti-
mas, las organizaciones sociales, 
sindicales, ambientales, etc. van 
a seguir trabajando para poner en 
la agenda social estos debates. Y 
fortalecer así la presión social que 
obligue a los gobiernos de origen 
de las compañías y a las Naciones 
Unidas a tener la voluntad políti-
ca necesaria para hacer respetar 
los derechos humanos a las trans-
nacionales en cualquier parte del 
mundo.

tivo a mecanismos de reparación 
de las víctimas. De estos tres ejes, 
en la citada consulta, Ruggie puso 
la mayor parte de la responsabili-
dad en los gobiernos nacionales. 
Las organizaciones sociales ven en 
esta postura un aspecto positivo y 
numerosos interrogantes. El posi-
tivo es que recoge parte de las de-
mandas de movimientos sociales 
que denuncian la falta de coheren-
cia de gobiernos, como el español, 
que promocionan los derechos hu-
manos pero luego, en sus políticas 
económicas, firman acuerdos bila-
terales y comerciales cuyas condi-
ciones favorecen a las multinacio-
nales españolas, mientras vulne-
ran los derechos humanos de las 
poblaciones receptoras. El relator 
también encomió a los gobiernos 
donde se ubican las centrales de 
dichas transnacionales a la aplica-
ción del principio de la extraterri-
torialidad para hacer que dichas 
corporaciones respeten los dere-
chos humanos en terceros países 
donde actúan. 

Ahora bien, detrás de estos 
planteamientos se encuentran 
múltiples interrogantes. El prime-
ro de todos tiene que ver con la cri-
sis de representatividad que tie-
ne hoy la ONU para resolver cual-
quier conflicto. Por otra parte, es 
altamente cuestionable dejar el 
control sobre las multinacionales 
en manos de gobiernos que com-
parten intereses con estas corpo-
raciones y cuyas políticas están su-
bordinadas a acuerdos internacio-
nales de libre comercio. ¿Es real 
que los gobiernos de Nigeria, Su-
dán, Colombia o Filipinas priori-
cen los derechos humanos frente 
a los derechos de las transnacio-
nales? Pero aún hay más: si hasta 
ahora las iniciativas de crear nor-
mativas obligatorias sobre dere-
chos humanos para las transna-
cionales en la ONU no han prospe-
rado es porque han contado con la 
oposición frontal de los gobiernos 
de origen, que protegen de forma 
incondicional los intereses de sus 
transnacionales.

Con el fin de aportar a este de-
bate, Enlazando Alternativas (red 
birregional Europa-América Lati-
na) y el Tribunal Permanente de 
los Pueblos, que llevan años en 
el seguimiento y denuncia de los 
impactos de las multinacionales, 
proponen la creación de un códi-
go normativo internacional que 
delimite las responsabilidades le-
gales de las compañías multina-
cionales. Además, plantean que se 
debería conformar un centro inde-
pendiente para el seguimiento de 
las denuncias de sus impactos e in-
sisten en la necesidad de una Cor-
te Internacional que pueda juz-
gar a las empresas transnaciona-
les por sus delitos. La idoneidad 
de una Corte Internacional sobre 
derechos humanos que pueda juz-
gar a las multinacionales también 

Las iniciativas han 
contado con la 
oposición frontal de 
los gobiernos de origen
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